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Cintrón Cintrón y  la Juez Rivera Marchand. 

 
Rivera Marchand, Juez Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 
 

 Comparece ante nosotros mediante recurso de certiorari la 

Oficina de la Procuradora General (OPG), en representación del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico (ELA) y el Departamento de 

Salud y solicitan la revocación de una Resolución que se emitió el 

27 de junio de 2016 por el Tribunal de Primera Instancia (TPI), 

Sala de San Juan.  En el referido dictamen, el foro primario denegó 

la moción de desestimación presentada por el ELA contra la 

Universidad de Puerto Rico (UPR).  Veamos. 

I. 

 Sheila De Jesús Pagán (De Jesús Pagán) acudió a la Clínica 

de la Escuela de Medicina del Recinto de Ciencias Médicas de la 

Universidad de Puerto Rico donde le confirmaron, el 29 de agosto 

de 2012, que tenía cáncer en el endometrio, por lo que requería 

una cirugía.1  Ese mismo día, se pautó la fecha de la cirugía para 

realizarse el 4 de diciembre de 2012.  El día de la operación le 

informaron que no sería posible realizar la cirugía, pues el cáncer 

                                                 
1 Demanda, Apéndice de la parte peticionaria, en la pág. 34. 



 
 

 
KLCE201601404 

 

2 

había metastizado el útero.2  El 2 de enero de 2013, la señorita De 

Jesús Pagán falleció.3   

Ante ello, Celia Pagán Berríos y Luis A. De Jesús, padres de 

De Jesús Pagán, presentaron una demanda sobre daños y 

perjuicios contra la UPR, el 21 de noviembre de 2014.4  Alegaron 

que el tratamiento brindado por los médicos de la clínica de la UPR 

fue inadecuado, incompleto y negligente para los síntomas y la 

condición que su hija presentó.  Así, adujeron que la falta de un 

efectivo y agresivo tratamiento conllevó al deterioro de su hija que 

le causó la muerte.5  

Luego de iniciado el descubrimiento de prueba, la UPR 

solicitó permiso al TPI para unir al pleito como terceros 

demandados a la Administración de Servicios Médicos de Puerto 

Rico (ASEM) y al ELA.  El 19 de febrero de 2016, la UPR presentó 

la referida demanda contra terceros y alegó respecto al ELA, que 

este es el responsable de la falta de asistencia médica requerida 

que causó los daños y perjuicios sufridos por los demandantes.  

Arguyó que es el ELA quien tiene el deber constitucional de 

garantizar y proveer asistencia médica y servicios de salud a las 

familias en Puerto Rico.6   

Así las cosas, el ELA presentó una moción de desestimación 

en la que realizó, principalmente, tres planteamientos, a saber: (1) 

no existen alegaciones en la demanda contra el ELA; (2) la UPR 

incumplió con el requerimiento de notificación al Secretario de 

Justicia, según dispone el artículo 2A de la Ley Núm. 104 de 29 de 

junio de 1955, según enmendada por la Ley Núm. 121 de 2 de 

                                                 
2 Íd. en la pág. 35. 
3 Oposición a Moción en Solicitud de Desestimación del ELA, Apéndice de la parte 
peticionaria, en la pág. 64. 
4 Demanda, Apéndice de la parte peticionaria, en las págs. 33-36.  
5 Íd. en la pág. 35. 
6 Demanda contra Tercero, Apéndice de la parte peticionaria, en la pág. 39. 
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junio de 1966, 32 L.P.R.A. sec. 3077a; y (3) la causa de acción 

contra el ELA está prescrita.7  

En reacción a lo anterior, la UPR, tomando en consideración 

que el ELA es responsable de proveer los servicios médicos por 

rango constitucional, alegó que no se le puede atribuir 

responsabilidad absoluta.8  En relación al incumplimiento de 

notificación conforme el artículo 2A de la Ley de Reclamaciones y 

Demandas contra el Estado, supra, adujo que el Tribunal Supremo 

ha flexibilizado su acatamiento en circunstancias similares a las de 

este caso en que es mínimo o inexistente el riesgo de que la prueba 

objetiva desaparezca, cuando exista constancia de la identidad de 

los testigos y cuando el Estado cuente con la facilidad de investigar 

y corroborar los hechos alegados en la demanda que se radique. 

Acevedo v. Mun. de Aguadilla, 153 D.P.R. 788, 800 (2001).9  Indicó 

que tanto la prueba documental como testifical está disponible 

para que el ELA pueda investigar los hechos alegados en la 

demanda.10  Además, arguyó que no podía notificar noventa (90) 

días luego de ser emplazado el 26 de febrero de 2015 ya que fue 

durante el descubrimiento de prueba que advino en conocimiento 

de la implicación del ELA en el caso.11  

Respecto al planteamiento de prescripción, argumentó que al 

caso de autos le aplica la teoría cognoscitiva del daño, por lo que el 

término para presentar su causa de acción contra el ELA estaba 

vigente al momento que así lo hizo.12  

Evaluado lo anterior, el foro primario declaró No Ha Lugar la 

desestimación solicitada por el ELA, por entender que  resulta 

                                                 
7 Moción en Solicitud de Desestimación, Apéndice de la parte peticionaria, en las 

págs. 48-62. 
8 Oposición a Moción en Solicitud de Desestimación del ELA, Apéndice de la parte 

peticionaria, en la pág. 68. 
9 Íd. en la pág. 69. 
10 Íd. 
11 Íd. en la pág. 70. 
12 Íd. en las págs. 72-73. 
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necesario culminar el descubrimiento de prueba antes de 

adjudicar la controversia planteada.13  Oportunamente el ELA 

solicitó reconsideración la cual fue denegada.14  En particular, el 

TPI expresó lo siguiente:  

A la solicitud de reconsideración del ELA, no ha lugar. Al 
igual que ordenamos, respecto a ASEM y según ordenado el 
10 de junio de 2016, en cuanto a la prescripción, es sin 
perjuicio de que se vuelva a presentar ante nuestra 
atención, una vez culmine el descubrimiento de prueba.  

 Inconforme con el referido dictamen, la parte peticionaria 

acude ante este foro y alega que el TPI cometió los siguientes 

errores: 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE INSTANCIA AL DENEGAR LA 
DESESTIMACIÓN POR EL FUNDAMENTO DE QUE LA 
DEMANDA DE TERCERO CONTRA EL ELA CARECE DE 
ALEGACIONES EN SU CONTRA. 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE INSTANCIA AL EXCUSAR LA 
INOBSERVANCIA DE LA PARTE DEMANDANTE EN 
CUANTO AL REQUISITO DE NOTIFICACIÓN AL ESTADO 
SEGÚN DISPUESTO EN LA LEY DE PLEITOS CONTRA EL 
ESTADO. 
 
ERRÓ EL TRIBUNAL DE INSTANCIA AL DENEGAR LA 
DESESTIMACIÓN POR EL FUNDAMENTO DE 
PRESCRIPCIÓN. 
 

En síntesis, el ELA arguyó que la demanda contra tercero 

carece de alegaciones que imputen específicamente negligencia al 

Departamento de Salud en la operación y administración del 

                                                 
13 El TPI dictó dos (2) órdenes para disponer de la solicitud de desestimación.  La 

primera orden que surge del apéndice de la parte peticionaria en la página 4 
expresa que: 

[…] No ha lugar a la solicitud de desestimación presentada por el 

ELA, por el fundamento de que no hay alegación en la Demanda 

de terceros contra dicho co-demandado de tercero y por falta de 

notificación. 
 

En cuanto al fundamento de que la reclamación está prescrita, 

véase otra orden de hoy, respecto a la solicitud de desestimación 

de ASEM.  

 

La segunda orden que emitió el foro primario que se desprende del apéndice de 
la parte peticionaria en la página 6 dicta, a saber: 

[…] En este momento, no ha lugar a la solicitud de desestimación 

de ASEM, sin perjuicio de que se presente, una vez culmine el 

descubrimiento de prueba, del cual debe surgir más certeramente 

desde cuándo la parte demandante conocía o debía conocer la 
identidad de ASEM como posible cocausante de los daños, según 

se alega por el demandante contra terceros.  

 
14 Resolución, Apéndice de la parte peticionaria, en la pág. 32. 
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Hospital Universitario.15  Adujo que tales alegaciones son 

necesarias para responsabilizar al ELA por los daños de los 

demandantes y que los mismos no surgen de la demanda contra 

tercero.16  En relación a la falta de notificación, indicó que ninguna 

de las razones dadas por la UPR justifica el incumplimiento craso 

de falta de notificación.17  Alegó que la norma de Meléndez 

Gutiérrez v. ELA, 113 D.P.R. 811 (1983), levantada por la UPR, no 

aplica al caso de autos pues el Departamento de Salud no es el 

ente que tiene el control de los médicos ni de los expedientes de los 

pacientes.18  Sobre el planteamiento de prescripción, expresó que 

si la acción original presentada está prescrita a favor del ELA, ya 

que la parte demandante nunca interrumpió el término 

prescriptivo en cuanto a ellos, la UPR no puede traerlo al pleito 

mediante demanda contra tercero.  Explicó que el ELA es un 

presunto cocausante solidario sobre quien la causa de acción del 

perjudicado ya quedó prescrita.19 

En oposición a la expedición del certiorari, la UPR reiteró los 

planteamientos esbozados anteriormente en la oposición a la 

desestimación del ELA.  Además, alegó que el foro primario ejerció 

su discreción y actuó dentro de los parámetros legales 

correspondientes.20  Agregó que el TPI no cometió error alguno que 

justifique la intervención de este foro revisor en esta etapa de los 

procedimientos.  Por tanto, solicitó la denegación de la expedición 

del recurso ante nos.  

 Evaluados los escritos presentados, estamos en posición de 

resolver. 

II. 

                                                 
15 Certiorari, en la pág. 9.  El Hospital Universitario de Centro Médico es una 

entidad administrada por el Departamento de Salud del ELA.  
16 Íd. 
17 Íd. en la pág. 15. 
18 Íd. en la pág. 16. 
19 Íd. en las págs. 21-22. 
20 Moción en Oposición a Expedición de Certiorari, en la pág. 2. 
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A. El recurso de certiorari 

El auto de certiorari es un remedio procesal discrecional que 

permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar las 

determinaciones de un tribunal inferior.  Pueblo v. Díaz de León, 

176 D.P.R. 913, 917 (2009).  

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 31 L.P.R.A. Ap. V, R. 

52.1, limitó la jurisdicción del Tribunal de Apelaciones para revisar 

dictámenes interlocutorios mediante el recurso de certiorari.  Job 

Connection Center v. Sup. Econo, 185 D.P.R. 585, 593 (2012).  El 

Tribunal de Apelaciones tiene una prohibición general de acoger 

recursos de certiorari, salvo en las circunstancias establecidas en 

la propia Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra.  A tal fin, la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, dispone, en su parte 

pertinente, lo siguiente:   

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 
Instancia, solamente será expedido por el Tribunal de 
Apelaciones cuando se recurra de una resolución u orden 
bajo las Reglas 56 y 57 o de la denegatoria de una moción 
de carácter dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 
dispuesto anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por 
el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 
peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciaros, anotaciones de rebeldía, en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público 
o en cualquier otra situación en la cual esperar a la 
apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia. 
Al denegar la expedición de un recurso de certiorari en estos 
casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 
su decisión.    
  
Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida 
por el Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en 
el recurso de apelación que se interponga contra la 
sentencia sujeto a lo dispuesto en la Regla 50 sobre los 
errores no perjudiciales.  

  

Por tanto, el asunto planteado en el recurso instado por el 

promovente debe tener cabida bajo alguno de los incisos de la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, pues el mandato de la 

Regla 52.1 establece taxativamente que “solamente será expedido” 

el auto de certiorari para la revisión de remedios provisionales, 
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interdictos, denegatoria de una moción de carácter dispositivo, 

admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales, asuntos 

relativos a privilegios evidenciaros, anotaciones de rebeldía, en 

casos de relaciones de familia y en casos que revistan interés 

público o en cualquier otra situación en la cual esperar a la 

apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia. 

Así las cosas, el primer examen que debe pasar todo recurso 

de certiorari para ser expedido es que tiene que tener cabida bajo 

alguno de los incisos de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 

supra.  Este test  es mayormente objetivo.  El tribunal revisor debe 

negarse a expedir el auto de certiorari automáticamente cuando el 

mismo gire en torno a alguna materia extraña a las disposiciones 

de la Regla 52.1.   

Superada esta primera etapa, procede hacer un segundo 

examen relativamente subjetivo.  Se trata de nuestro examen 

tradicional caracterizado por la discreción encomendada al 

tribunal revisor para autorizar su expedición y adjudicar sus 

méritos.  A esos efectos y conforme dispone la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-A., se 

debe determinar si el ejercicio de nuestra facultad revisora es 

oportuno y adecuado.  En el caso particular de este foro, para 

poder ejercer nuestra facultad discrecional en la consideración de 

asuntos presentados mediante el auto de certiorari contiene una 

lista de criterios a evaluarse para la expedición de dicho recurso. 

I.G. Builders et al. v. BBVAPR, 185 D.P.R. 307, 338 (2012).  En lo 

pertinente, esta Regla dispone:   

El tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 
al determinar la expedición de un auto de certiorari o de 
una orden de mostrar causa:  
 

(A)  Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  

(B)  Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  
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(C)  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.  

(D)  Si el asunto planteado exige consideración más detenida a 
la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.  

(E)  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es 
la más propicia para su consideración.   

(F)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 
causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  

(G)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  

 

 No obstante, ninguno de estos criterios es determinante, por 

sí solo, para este ejercicio de jurisdicción, y solo nos sirven de guía 

para poder, de manera sabia y prudente, tomar la determinación 

de si procede o no intervenir en el caso en la etapa del 

procedimiento en que se encuentra el caso.  Torres Martínez v. 

Torres Ghigliotty, 175 D.P.R. 83, 97 (2008).   

Por tanto, la discreción judicial “no se da en un vacío ni en 

ausencia de unos parámetros”, sino que el tribunal revisor debe 

ceñirse a los criterios antes transcritos. Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 D.P.R. 580, 596 (2011).  Si luego de evaluar 

los referidos criterios, el tribunal no expide el recurso, el tribunal 

puede fundamentar su determinación de no expedir, más no tiene 

obligación de hacerlo. Rivera Figueroa, 183 D.P.R. en la pág. 596.  

III. 

En el presente caso, el ELA nos solicita que revoquemos un 

dictamen del TPI mediante el cual denegó una moción de 

desestimación pendiente a la culminación del descubrimiento de 

prueba.  Resolvemos que ante la ausencia de arbitrariedad en la 

determinación recurrida, el foro primario no abusó de su 

discreción al no desestimar la causa de acción contra el ELA.  

Además, a pesar de tener la autoridad para entender en este 

recurso por recurrirse de una denegatoria de una moción de 

desestimación, entendemos conforme los criterios de la Regla 40 
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del Tribunal de Apelaciones, supra, que no es el momento 

apropiado para intervenir.  Veamos. 

Siendo el caso de epígrafe una reclamación sobre daños y 

perjuicios es esencial para el juzgador de los hechos el 

conocimiento preciso de cuándo fue que en efecto la parte 

demandante conoció o debió conocer, de haber procedido 

diligentemente, la existencia del daño y quién lo causó, así como 

los elementos necesarios para ejercer efectivamente la causa de 

acción.  Es por ello que entendemos que el TPI actuó 

correctamente ante la temprana presentación de la moción de 

desestimación, en la que determinó esperar a la culminación del 

descubrimiento de prueba para entonces poder evaluar 

efectivamente la alegación de prescripción y de que la demanda 

carece de alegaciones en contra del ELA.  De esa forma, se le 

brinda oportunidad al foro revisado de situarse en mejor posición 

para obtener todos los hechos necesarios para la toma de una 

determinación razonable, acertada e inteligente.   

Bajo ese mismo enfoque, analizamos la alegación de falta de 

notificación al ELA.  Lo cierto es que la UPR no notificó al ELA 

según dispone la Ley de Reclamaciones y Demandas contra el 

Estado, supra.  No obstante, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha reconocido jurisprudencialmente la existencia de unas 

instancias excepcionales en que a pesar del incumplimiento con la 

notificación adecuada al ELA, el Tribunal ha eximido al 

demandante del requisito de notificar, y así, persiste la causa de 

acción.  En Meléndez Gutiérrez v. E.L.A., supra, el Tribunal 

Supremo expresó que:  

[…] donde el riesgo de que la prueba objetiva pueda 
desaparecer es mínimo, donde hay constancia efectiva de la 
identidad de los testigos y donde el Estado, por tanto, 
puede fácilmente investigar y corroborar los hechos 
alegados en la demanda que se radique- no es de aplicación 
inexorable la citada Sec. 3077a por cuanto el objetivo que 
se persigue mediante la aplicación de la referida disposición 
legal no tiene razón de ser. 
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En el caso de epígrafe, la UPR alegó que se cumplen con los 

requisitos esbozados en Meléndez Gutiérrez, por lo que es esencial 

para el juzgador de los hechos recopilar suficiente prueba de las 

partes que lo dirijan a discernir si en efecto el caso de autos 

cumple o no con las circunstancias excepcionales mencionadas.  

Ante esto, somos del criterio que el foro primario actuó 

correctamente al no desestimar la demanda de terceros por falta de 

notificación.  

Conforme lo anterior, consideramos que el juzgador de los 

hechos debe disipar cualquier duda existente de la controversia 

que enfrenta previo a emitir una decisión apresurada, más aún, 

ante la desestimación de una causa de acción, la cual tiene el 

efecto de una adjudicación en los méritos.  En este caso, el TPI se 

abstuvo de desestimar la demanda de tercero que la UPR presentó 

contra el ELA.  Entendió prematura la moción de desestimación al 

considerar que por la etapa de los procedimientos no habían 

surgido hechos significativos para resolver la controversia de 

autos, por lo que expresó que culminar el descubrimiento de 

prueba sería la forma más certera para conocer los mismos.21  Por 

ello, consideramos que la determinación del foro primario fue 

dirigida en beneficio de obtener toda prueba posible para dilucidar 

adecuadamente y de forma informada las controversias en el caso 

de epígrafe.     

Además, nuestro sistema judicial promueve para que los 

jueces de instancia tengan gran flexibilidad y discreción para 

trabajar con el diario manejo y tramitación de los asuntos 

judiciales.  E.L.A. v. Asoc. De Auditores, 147 D.P.R. 669 (1999);  

Pueblo v. Vega, Jiménez, 121 D.P.R. 282, 287 (1988).  Como norma 

general, los tribunales de primera instancia son quienes están en 

                                                 
21 Véase Orden, Apéndice de la parte peticionaria, en la pág. 6. 
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mejor posición para determinar el funcionamiento efectivo de los 

asuntos litigiosos que encaran.  Por esa razón, como foro revisor 

no debemos sustituir nuestro criterio por el ejercicio de discreción 

del TPI, salvo se justifique la intervención con el manejo del caso 

ante la presencia de prejuicio, parcialidad, abuso de discreción o 

error en la aplicación de una norma procesal o de derecho 

sustantivo. Rivera y otros v. Banco Popular, 152 D.P.R. 140, 155 

(2000).   

Por lo tanto, no encontramos razón para intervenir con la 

discreción judicial que ampara al foro primario, pues no surge del 

expediente que la actuación sea una arbitraria ni irrazonable, 

como tampoco demostró indicio de pasión, prejuicio, imparcialidad 

o error manifiesto en la determinación recurrida.  Por tanto, no se 

cumplen con los criterios de la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, supra, para expedir el auto de certiorari. 

IV. 

Por los fundamentos expuestos, denegamos la expedición del 

recurso de certiorari. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


